
(Tomo 199: 329/350) 
 Salta, 17 de julio de 2015. _____________________________ 
  Y VISTOS: Estos autos caratulados "C/C G. N. D. O G., H. O. - 
RECURSO DE CASACIÓN"  (Expte. Nº CJS 37.399/14),y _______ 
___________________________CONSIDERANDO:___________________
  
 El Dr. Abel Cornejo, dijo:
 _________________________________ 
 Que a fs. 348/353 vta., el Sr. Defensor de Juicio y Ejecución N° 5, Dr. 
Jorge Eduardo Bonetto, en ejercicio de la asistencia oficial del Sr. H. O.G., 
interpone recurso de casación contra la sentencia de la Vocalía II de la Sala V 
del Tribunal de Juicio del Distrito Judicial del Centro, de fs. 331 vta., cuyos 
fundamentos obran a fs. 334/345, que condena al nombrado a la pena de tres 
años y un mes de prisión efectiva por los delitos de amenazas con armas (tres 
hechos), daños y desobediencia judicial, todo ello en concurso real (arts. 149 
bis ler. párr. 2do. sup., 183, 239, 55, 42, 26, 40 y 41 del C.P.).___  
 2°) Que el recurrente invoca las tres causales de casación. Sostiene que 
se realizó una valoración incorrecta de la prueba, lo que significa la 
vulneración del principio lógico de razón suficiente. Se refiere al fallo "Casal" 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y a los requisitos formales del 
recurso de 
casación._____________________________________________________  
 Respecto de las amenazas con arma, hecho del día 27/10/ 2012, se 
agravia de que el sentenciante considera probado el hecho solamente por los 
dichos de la denunciante, Sra. M.D.A. y avalada por testimonios de dos 
menores familiares de ésta, su hermano e hijo. Entiende que su testimonio no 
puede ser valorado como el imparcial de una persona totalmente ajena al 
hecho, sino como el de un denunciante, y por ello particularmente interesada 
en el resultado del proceso; y que no se dieron razones expresas de los 
motivos por los que se considera creíbles los dichos de ambos menores. 
________________________________________  
  Afirma que llama poderosamente la atención que si el hecho 
ocurrió en la vía pública, en la parte de afuera de la vereda de la vivienda de la 
denunciante, y siendo el lugar muy concurrido, el hecho no haya sido 
advertido por ningún vecino o transeúnte, cuando además era plena luz del 
día; y que además la propia denunciante menciona que G. portaba un cuchillo 
pero que al arribo de la policía lo tiró y quedó en el interior del domicilio, y 
que la denunciante lo entregó a la policía, cuando G. se encontraba en el 
exterior de la vivienda, por lo que llama la atención que el cuchillo haya sido 
encontrado en el interior, según sus dichos; y que tampoco debe perderse de 
vista que el cuchillo no fue secuestrado de manera directa por la policía sino 
entregado por la denunciante, mencionando que fue arrojado al interior por G.  
  Arguye que se puede observar la confusión de los dichos de 
los menores cuando uno de ellos expresa que G. pretendía entrar con 
intenciones de robar, testimonio que echa por tierra la mención de la 
denunciante en alusión a que se hizo presente en su casa y la 
amenazaba.______________________________________________ 
  Con relación al hecho de daños, argumenta que también son los dichos 
de la propia denunciante los considerados para el dictado de la condena, no 
existiendo más pruebas que tales dichos y un croquis ilustrativo realizado a 
mano alzada, pero no existe ninguna prueba que amerite que la rotura del 
vidrio de la ventana fue causada por G. ni resulta acreditado el elemento 



subjetivo del tipo penal. 
 _________________________________________________ 
  Con relación al hecho del día 11/11/2013, considera que en 
el análisis se reitera la misma mecánica que con el ocurrido tiempo atrás, y se 
utiliza la propia declaración del imputado para expresar que reconoce haberse 
acercado a la Sra. A. -aunque dijo que fue sin cuchillo y sin amenazar-, 
nuevamente son ubicados los menores aludidos en el hecho anterior, que 
vuelven a corroborar los dichos de la denunciante; y que llamativamente, casi 
un año después y luego de haber estado detenido el imputado por el hecho 
anterior durante ocho meses, a los pocos meses de recuperar su libertad, de 
nuevo la Sra. A. radicó una denuncia en su contra similar a la anterior, con la 
diferencia que en la segunda denuncia se dice ese día concurrió dos veces a 
amenazarla.  
 Señala que no deben pasarse por alto los dichos de la denunciante en la 
audiencia de debate, cuando señaló que mantuvo una relación amorosa con G. 
a la que considero sólo una aventura mientras éste estaba privado de su 
libertad por un hecho ocurrido cuando era menor, que la relación se mantuvo 
durante varios meses, concurriendo a mantener visitas íntimas en la unidad 
carcelaria, y al recuperar su libertad, la denunciante le comunica que ya no 
quería continuar con la relación iniciada, por lo que G. menciona que se acerca 
a la casa con intenciones de dialogar con quien considera había sido su pareja, 
pero de ninguna manera a ese simple acercamiento puede dársele el encuadre 
de una amenaza y menos aún con un cuchillo; y que caben las mismas 
apreciaciones respecto de la falta de testigos.   
  Respecto de la desobediencia judicial, entiende que conforme al 
material de prueba incorporado y evaluado, la decisión debió ser otra 
diametralmente diversa a la arribada, al tratarse de una situación atípica, al 
considerar que tal delito recae sobre el no acatamiento de una sentencia firme 
y al momento de ser ejecutada y no sobre simples medidas cautelares como 
una prohibición de concurrir al domicilio, y que la sanción para G. ante el 
incumplimiento de la restricción sólo debió acarrearle la pérdida de la medida 
sustitutiva de prisión, es decir, la pérdida de su libertad en el marco de la 
causa en la que se le había concedido. 
 Solicita la revocación de la condena impuesta y la aplicación del 
beneficio de la duda.  
 De manera subsidiaria, pone en crisis la modalidad, el monto y la 
mensura de la pena aplicada, dada la carencia de antecedentes condenatorios 
como mayor de edad hacía posible que la pena fuera impuesta bajo la 
modalidad de ejecución condicional por el término de un año.   
  Afirma que no existen justificativos que ameriten la elevación del 
mínimo legal y no surge de manera fehaciente lo sostenido en el fallo con 
relación a la posición de "dominador" de G., el que es al menos bastante 
confuso y no amerita una pena mayor al mínimo legal; que no se entiende cuál 
es la voluntad de "oprimir" del imputado por el mero hecho de querer 
continuar una relación; y que se justifica la individualización de la pena por el 
temor manifestado por la Sra. Arias y un presunto daño psicológico, cuando 
resulta evidente que se trata de hechos de características menores.   
  Cuestiona que todas las menciones realizadas por el fallo 
al momento de fundamentar la individualización de la pena constituyen 
reiteraciones de situaciones ya contempladas por el tipo penal en la parte 
especial y son expuestas a los fines de justificar  el elevado monto de pena 
impuesto, incluyendo su "peligrosidad" y  su privación de la libertad por un 
lapso considerable en la misma causa por la que ahora resulta condenado.  



  A fs. 365/368 presenta informe y amplía fundamentos respecto de la 
modalidad y monto de la pena impuesta a su asistido.   
  3o) Que en su dictamen de fs. 372/373 vta., el Sr. Fiscal ante la Corte 
N° 2 (int.) se pronuncia por el rechazo del recurso de casación interpuesto por 
la defensa oficial del imputado, al entender que la sentencia se encuentra 
debidamente fundada.   
  A fs. 378/380 vta., la Sra. Asesora General de Incapaces solicita el 
rechazo del recurso.  
 4o) Que otorgada la correspondiente intervención a todos los 
interesados, en tanto el recurso fue oportunamente concedido (v. fs. 354 y 
vta.), previo a expedirse sobre los motivos invocados por el recurrente, 
incumbe a esta Corte en la presente instancia efectuar un nuevo control de los 
recaudos de orden formal a los que la ley subordina su admisibilidad (art. 36 
de la Ley 7716).   
  A ese respecto, se observa que ha sido presentado en término y por 
parte legitimada (v. fs. 346 y 353 vta.); además, la resolución impugnada 
resulta objetivamente impugnable y los motivos expuestos encuentran 
adecuación legal (arts. 466 incs. 1o, 2° y 3o, 467, 469 inc. 1o del C.P.P., Ley 
6345 y modificatorias). Razón por la cual, cabe ingresar al examen de la 
cuestión planteada en el recurso.  
  5o) Que ante este panorama, debe determinarse si se ajusta 
a derecho la sentencia en cuanto al imputado. En ese orden de cosas, el 
recurso propugnado no debe proceder, ya que la decisión recaída en autos y 
puesta en crisis mantiene una congruente relación entre las premisas que 
establece y las conclusiones a las que arriba, la prueba producida y el derecho 
aplicado, todo lo cual aventa la acusación de trasgresión de las pautas de 
razonabilidad en la formación del juicio e impide su descalificación como acto 
jurisdiccional válido por el razonamiento del tribunal de mérito, en tanto ha 
ponderado los elementos de convicción esenciales, confrontando los 
elementos de prueba colectados en la causa.   
 Los agravios esgrimidos por la defensa oficial se circunscriben 
principalmente a la formación de convicción del pronunciamiento y, 
específicamente, al valor otorgado a las pruebas que indican la comisión de 
los hechos.   
  En ese orden, el discurso argumental del recurrente sólo revela su mera 
discrepancia con el fallo -del que no resulta suficiente un cuestionamiento 
genérico y dogmático que no fulmina la coherencia de la motivación- sin 
consideraciones que alcancen a sustentar la viabilidad de la impugnación 
efectuada, en razón de que no logra rebatir las conclusiones que formaron la 
convicción del tribunal "a quo", y no ha demostrado que el pronunciamiento 
impugnado contenga, en estos aspectos, defectos de fundamentación o de 
razonamiento como para invalidar una sentencia que cuenta con 
una motivación suficiente acorde a los antecedentes del caso.   
  6o) Que esta Corte tiene dicho que es plenamente válida la 
condena por el delito de amenazas con arma, si el tribunal de juicio tuvo 
particularmente en cuenta la descripción del hecho que efectuara la víctima, y 
la decisión se ha tomado en base a una apreciación directa de esas 
manifestaciones, de los efectos de la conducta intimidatoria que le infundió y 
de la situación de violencia familiar que ella relatara, existiendo en 
consecuencia el grado de certeza necesario para condenar al acusado por el 
delito de amenazas con arma (Tomo 194:819).   
  En el caso de autos, se encuentra comprobada la existencia 



de los sucesos fácticos toda vez que, tratándose el bien jurídico protegido de la 
libertad, sea psíquica, de deliberación o, además, de tranquilidad o seguridad, 
los dichos del autor constituyeron un anuncio de un mal futuro e inminente, 
conducta desplegada además, mediante la utilización de un cuchillo, el cual 
aumenta su poder ofensivo e intimida a su destinatario y, por el otro, reúne los 
requisitos de gravedad, seriedad y posibilidad, con potencialidad 
intrínseca suficiente para amedrentar.   
  En atención a ello, de la sentencia surge que la convicción de la Sra. 
juez "a quo" encuentra basamento esencial en la apreciación inmediata de las 
declaraciones testimoniales prestadas en el juicio, incluidas las de los menores 
G.S.A. y M.A.A.A. (v. fs. 323 vta. y lo declarado en cámara Gesell) y la de la 
propia denunciante (fs. 315 vta./318), y en la percepción de los detalles de 
tales manifestaciones orales, otorgando credibilidad a los dichos de la 
damnificada y a los de los testigos, por lo que no puede afirmarse que la 
condena se sustente únicamente en lo declarado por la damnificada, ni cabe 
desacreditar lo declarado por los menores por su sola condición de tales o su 
mayor o menor cercanía con la víctima.  
  A fs. 9 rola el acta de secuestro de un cuchillo tipo filetero marca 
"Tramontina", y el croquis ilustrativo elaborado por personal policial da 
cuenta en el punto 4 de la existencia de una ventana de dos hojas en el 
domicilio "dañada en su parte derecha inferior" (fs. 19).   
  En consecuencia, la juez "a quo", al afirmar que el imputado fue autor 
material del delito de amenazas con arma, motivó su convencimiento en el 
triunfo racional de los factores incriminantes, legítimamente incorporados 
como prueba, valorados en conjunto de manera univoca, con rigor empírico y 
fruto de la inmediación con las partes en el debate, por sobre los que el 
recurrente pretende. En efecto, la valoración de la prueba no puede 
relacionarse con una cuestión cuantitativa de mera acumulación de prueba, 
sino en el examen ordenado y lógico del material recopilado, conforme la 
realidad objetiva y con sometimiento a una valoración racional y fundada en la 
lógica (Tomo 158:83; 195:967, entre otros).   
  No puede soslayarse que la juez "a quo" hizo expresa referencia en la 
fundamentación del fallo a las razones por las cuales tuvo por acreditados los 
tres hechos de males futuros y ciertos, la idoneidad y seriedad de las amenazas 
vertidas y el estado de temor de la víctima (v. declaración de la Lic. María 
Alejandra Alberstein de fs. 318/319, de la Lic. Carolina María de Fátima 
Tejerina a fs. 308 vta./309 vta. y de la Lic. Anabel Sánchez a fs.  309 
vta./310), por lo que la víctima optó por alterar su ritmo de vida (v. fs. 342). 
  
 De esta suerte, el tribunal valoró en forma crítica, especialmente 
detallada e integradora las pruebas rendidas durante la audiencia de debate, 
todo lo cual posibilitó la reconstrucción fidedigna de los hechos delictuosos y 
la culpabilidad del imputado completándose así un cuadro probatorio del que 
surge con claridad la materialidad del hecho y la autoría del acusado en los 
eventos traídos a juzgamiento y por tanto, se advierte sin mayores esfuerzos 
que todas las declaraciones testimoniales de cargo son coherentes y 
concordantes entre sí y se integran en el plexo probatorio antes referido, que 
cuenta con los suficientes elementos incriminantes como para formar certeza 
condenatoria respecto de la comisión de los delitos endilgados.   
 7o) Que reiteradamente esta Corte ha dicho que el tribunal de casación 
no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado 
asignar crédito o restárselo a una prueba producida en la audiencia de debate 



que el juez conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca 
dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica 
racional, o que no se halle acompañada de fundamento alguno (Tomo 
129:417; 195:967, entre otros).  
 8o) Que con relación al delito de daños, no puede caber duda de la 
autoría del acusado ya que la rotura de la ventana se produjo por éste durante 
el mismo incidente relatado, en el marco de su conducta amenazante para con 
la denunciante, habiendo ésta relatado cómo el imputado empujó la ventana, la 
que se estrelló contra la pared, sin que se pueda atribuir la rotura a una 
reacción  irreflexiva o fortuita, como fue valorado por la sentenciante a fs. 341 
y 342 vta.   
 9o) Que la desobediencia ha sido definida como un modo de resistencia 
menor en la que no se utiliza intimidación o fuerza (Fontán Balestra, Carlos, 
"Tratado de derecho penal. Parte especial", Ed. Abeledo-Perrot, Bs. As., 2a ed. 
actualizada por Guillermo A. C. Ledesma, reimp. 1993, Tomo VII, pág. 189) 
y que se halla constituida por el incumplimiento de una orden. Lo esencial es 
que exista una orden concretamente dirigida al particular. El concepto de 
"orden" se refiere a un mandamiento, oral o escrito, que se da directamente a 
una persona, aunque no necesariamente en persona, por parte de un 
funcionario público, para que se haga algo o se deje de hacer algo (esta Corte, 
Tomo 147:613; 194:925,  entre otros).   
 En ese orden, la sentencia cuestionada efectuó una diferenciación de las 
medidas sustitutivas tendientes a asegurar la sujeción del imputado al tribunal 
de aquéllas que exceden esa finalidad e imponen una obligación con el objeto 
de poner fin a una situación de violencia (v. fs. 342 vta./343), supuesto bajo el 
cual recayó la orden incumplida por el imputado, incurriendo por ello 
claramente en el delito de desobediencia judicial.   
 A fs. 214 y vta. corre agregada el acta en la que consta que el imputado 
se notifica de la revocatoria de la prisión preventiva y se le imponen como 
medidas sustitutivas, en lo que aquí interesa, la prohibición de concurrir al 
domicilio y/o lugar de trabajo y/o lugar de estudio y/o lugar de concurrencia 
frecuente de Miriam Daniela Arias, debiendo mantener una distancia de 200 
(doscientos) metros, así como la prohibición de comunicarse con ella, todo 
ello bajo apercibimiento de ley (punto III, incs. "e" y "g" de la resolución), 
constando la firma al pie de puño y letra del imputado.   
 10) Que de esta manera, el razonamiento lógico del tribunal 
y su correspondiente conclusión condenatoria, no presentan defectos y 
resultan ajustados a las reglas que gobiernan la formación de convicción. La 
sentencia recurrida cuenta con debida motivación, tanto en lo relativo a la 
reconstrucción fáctica de los hechos como al derecho aplicable, y es fruto de 
una valoración acorde con las reglas que rigen la sana crítica racional; por lo 
que no puede sostenerse seriamente que el fallo cuestionado adolezca de falta 
de motivación, ni que se halle sustentado en conjeturas, suposiciones o 
inferencias.   
 Por todo lo expuesto, la sentencia es plenamente válida y no adolece de 
los vicios endilgados, porque en sus fundamentos se ha cumplido con una 
ponderación completa de los hechos, estableciéndose, de acuerdo a las 
circunstancias de persona, tiempo, modo y lugar, el accionar del imputado tal 
cual ha ocurrido. Cuenta con un análisis razonado de las constancias de la 
causa por el que arriba a la existencia de esa certeza, y es así que de la 
motivación relativa a la determinación de su responsabilidad, no caben dudas 
de que la sentencia delimita con precisión la significación que cabe asignar a 
los hechos, sus circunstancias y su autoría.   



 11) Que ello sin embargo, en orden a la individualización judicial de la 
pena corresponde recordar que ésta es una operación que debe cumplir el 
tribunal de mérito a partir de la consideración puntual de un conjunto de 
circunstancias personales y objetivas que se describen en la ley de fondo; ese 
procedimiento valorativo integra la órbita de facultades discrecionales de 
apreciación de la prueba y de ponderación de hechos que en el debate puede 
cumplirse de modo directo dadas las características del proceso (Tomo 
125:735; 192:841, entre otros).   
 Sin embargo, el art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos establece que "Toda persona declarada culpable de un delito tendrá 
derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean 
sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley" (cfr. esta 
Corte, Tomo 122:847; 192:841, entre otros).   
 El derecho a recurrir del que goza el acusado le permite solicitarlo 
respecto de la mensura de la pena conforme al criterio de máximo rendimiento 
(Tomo 118:877; 192:23, entre otros). Por lo tanto, de conformidad con las 
pautas objetivas y subjetivas legisladas para su graduación, debe realizarse un 
análisis adecuado de las circunstancias atenuantes y agravantes previstas por 
los arts. 40 y 41 del C.P. que legalmente deben tenerse en cuenta para 
individualizar la sanción correspondiente, extensamente pormenorizados  en el 
precedente "Alonso" (Tomo 127:589) de esta Corte de Justicia.    
 12) Que en ese marco, el monto de la pena de tres años y un 
mes de prisión, aunque ponderada la sanción aplicable dentro del margen de la 
escala punitiva brindada por la calificación legal del hecho, no se compadece 
enteramente con las circunstancias que rodean la causa y la persona del 
condenado en cuanto al grado de reprochabilidad y peligrosidad que cabe 
atribuirle, con arreglo a los índices de ponderación que gobiernan la aplicación 
de la pena. 
 Para la determinación judicial de la pena deben tomarse debidamente en 
cuenta los criterios de mensuración obrantes en la causa, habiendo admitido su 
alcoholismo en el debate (fs. 308) y considerada dicha dependencia por el "a 
quo" (fs. 344 vta.), además de la ausencia de condenas anteriores (fs. 272).   
  Así las cosas, con cauce en los parámetros orientadores que brinda el 
Código sustantivo a los fines de fijar el "quantum" de la pena a imponer, 
aparece adecuado disminuir la pena impuesta, y prudente y justo sustituirla 
por la de dos años y seis meses de prisión en forma efectiva, toda vez que se 
trata de la primera condena a pena de prisión y en función de su personalidad 
moral (art. 41 inc. 2o del C.P.), como tampoco la modulación del reproche 
penal puede desentenderse de la edad y las condiciones culturales del 
imputado (cfr. esta Corte, Tomo 122:409; 162:1095, entre otros).   
 13) Que como lo informara la Sra. Fiscal de Violencia Familiar y de 
Género N° 1, a la luz de las constancias sumariales, el imputado se encontró 
privado de su libertad desde el 27/10/2012 y que en fecha 27/06/2013 cumplió 
ocho meses de prisión preventiva (fs. 205). El 11/06/2013 la juez "a quo" 
revocó la prisión preventiva (fs. 211/212 vta.) y en esa misma fecha recuperó 
su libertad (fs. 235). Al ser condenado en fecha 12/06/2014, se ordenó su 
traslado a la Unidad Carcelaria N° 1 (fs. 331 vta.).   
 14) Que el Código Penal le confiere al interno el derecho a 
obtener, bajo ciertas condiciones, la libertad por resolución judicial; por ende, 
la libertad condicional es un instituto que no se trata de una gracia sino de un 
derecho que tiene el condenado a obtener sus beneficios si se encuentran 
reunidos los requisitos para su otorgamiento (cfr. Núñez, Ricardo C, "Manual 
de Derecho Penal. Parte General", 5a ed. actualizado por el Dr. Roberto E. 



Spinka, Lerner Editora S.R.L., Cba., 2009, págs. 313/314), y así lo entiende 
actualmente en forma pacífica la jurisprudencia y la doctrina.   
 15) Que por consiguiente, corresponde hacer lugar en este aspecto al 
recurso de casación interpuesto por la asistencia oficial, y en su mérito, 
ordenar al tribunal de origen que disponga la inmediata excarcelación del 
acusado previo los trámites de rigor (arts. 306 y cc. del C.P.P., Ley 6345 y 
modificatorias; cfr. esta Corte, Tomo 169:363) y fije las reglas de conducta de 
conformidad al art. 27 bis del C.P.  
 El Dr. Sergio Fabián Vittar, dijo:  
 Por sus fundamentos adhiero al voto que antecede.  
 La Dra. Susana Graciela Kauffman de Martinelli, dijo:  
 1º) Que adhiero al análisis de la prueba, a la fundamentación y a la 
solución jurídica propiciada en el voto del Dr. Abel Cornejo con excepción de 
los considerandos 11 a 15 con los que discrepo por considerar que la pena 
impuesta por el tribunal resulta acorde a derecho por las siguientes 
consideraciones._______ 
 2º) Que respecto a la prueba producida en autos esta Corte ha sostenido 
que le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de los elementos 
conducentes para el esclarecimiento de la verdad y nada impide que un 
pronunciamiento condenatorio se sustente en el testimonio de la víctima, 
siempre y cuando éste sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los 
aspectos que determinarán que le sea asignada credibilidad. Por ello es que 
cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si 
la atribución certera del hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de 
la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamente evaluados (Tomo 
121:351).  
 Al referirse a la prueba consistente en el testimonio de la víctima el 
Superior Tribunal de Justicia de la CABA, en fallo de fecha 11 de septiembre 
de 2013, “in re” “Ministerio Público; Defensoría General de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires s/Queja por recurso de inconstitucionalidad 
denegado” en Legajo de requerimiento de elevación a juicio en autos 
“Newbery Greve, Guillermo Eduardo s/inf. art. 149 bis C.P.”, estableció que 
en los procedimientos judiciales vinculados con la problemática de la 
violencia doméstica, la prueba de los hechos denunciados por la víctima no es 
una tarea simple y ello es así porque se trata de hechos que normalmente 
transcurren en la intimidad o en circunstancias en las que sólo se encuentran 
presentes la víctima y el agresor. Es por ello que, en este tipo de supuestos, los 
testimonios de las personas directamente involucradas en el conflicto cobran 
mayor relevancia para analizar y confrontar las diferentes hipótesis en cuanto 
a las circunstancias en las que presumiblemente habría sucedido el hecho 
denunciado y, especialmente, reviste fundamental entidad el relato de la 
ofendida que tiene que ser recibido con las debidas garantías para posibilitar 
su contradicción con el sujeto ofensor que es llevado a juicio. Igualmente se 
consideró en dicho fallo que la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (OEA/Ser. L/V/II, Documento 68, párrafo 51) señaló que no sólo 
debe prestarse atención al testimonio de la víctima sino que las 
investigaciones deben estar orientadas a la investigación del contexto en los 
casos de violencia de género._______________________ 
 De modo tal que no debe desestimarse el testimonio de la mujer víctima 
de violencia, la que además se encuentra corroborada por las testimoniales de 
su hermano y de su hijo quienes se encontraban presentes en el lugar y 
momento del hecho, pero sobre todo porque M.D.A. denunció varios actos de 



violencia en su contra por parte del imputado, lo que denota la continuidad de 
su conducta.__ 
 3º) Que para la jurisprudencia, la amenaza es el anuncio (expreso o 
tácito) de un mal futuro, injusto, determinado y posible, dependiente de la 
voluntad del sujeto activo y susceptible de producir intimidación, 
intranquilidad de ánimo, inquietud o zozobra en la amenazada y por ello debe 
valorarse como el posible inicio de una escalada de violencia, como riesgo 
futuro de violencia habitual o incluso de muerte. La realidad demuestra que la 
violencia no depende sólo de la convivencia, sino del sentimiento de posesión 
y dominio que puede darse aún en relaciones de noviazgo “lo suficientemente 
estables y consistentes como para dar lugar al clima de dominio y 
subordinación característico de la violencia de género” o bien cuando la 
relación ya se encuentra finalizada, como sucede en el caso en examen. La 
realidad demuestra que la violencia no depende sólo de la convivencia, sino 
del sentimiento de posesión y dominio que puede darse aún en relaciones ya 
inexistentes, a causa de la separación de hecho, pero que mantienen el clima 
de dominio y subordinación característico de la violencia de género.  
 La gravedad las amenazas reside en el riesgo cierto y directo para la 
vida e integridad que se deriva del clima permanente de violencia, como 
demuestran los estudios sobre el “ciclo de la violencia” como estado de 
aumento progresivo de la intensidad y frecuencia, por lo que se hace 
imprescindible visualizar las futuras conductas del agresor por implicar un 
mayor riesgo para la víctima.   
 En tal sentido no pueden dejar de valorarse las testimoniales de fs. 335 
y vta. y 338 vta. que dan cuenta del estado de angustia que se traduce en crisis 
de llanto que sufre la damnificada por la circunstancia de sentirse amenazada, 
perseguida y vigilada por el agresor, lo que implica una situación de alto 
riesgo para su vida.  
 4º) Que a la luz de los tratados internacionales protectorios de los 
derechos de las mujeres y de las leyes sobre la materia considero que la 
sentencia recurrida debe confirmarse en todas sus partes.  
 Tradicionalmente, el sistema internacional de protección y promoción 
de los derechos humanos ha incluido una cláusula de igualdad en todos sus 
instrumentos principales así como la prohibición de ejercer violencia sobre las 
mujeres a fin de garantizarlas en el pleno goce y ejercicio de los derechos y 
libertades fundamentales.  
 La violencia ha sido utilizada a través de los tiempos como un 
instrumento de dominio del fuerte sobre el débil. La violencia doméstica ha 
dejado de verse como un problema privado a resolver en el seno de la propia 
familia, para ser considerado un problema que afecta a la sociedad en su 
conjunto. La gravedad del maltrato habitual y de las amenazas reside en el 
riesgo cierto y directo para la vida e integridad que se deriva del clima 
permanente de violencia, como lo demuestran los estudios sobre el “ciclo de la 
violencia” como estado de aumento progresivo de la intensidad y frecuencia.
  
 La violencia contra la mujer se describe como la manifestación más 
brutal de la desigualdad entre el hombre y la mujer en nuestra sociedad y se 
define como la violencia que se dirige sobre las mujeres “por el hecho mismo 
de serlo, por ser consideradas por sus agresores carentes de los derechos 
mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión”. La violencia doméstica 
se entronca con la propia naturaleza de las relaciones familiares que por sus 
características de subordinación y dependencia favorecen la posición de 
dominio de los miembros más fuertes sobre los más débiles. A la mujer es el 



agresor el que la hace vulnerable a través de la violencia. La causa de la 
violencia contra ellas no procede del vínculo familiar sino de la 
discriminación estructural consecuencia de la ancestral desigualdad que 
proviene de la distribución de roles. De ahí el cambio del término “sexo” que 
alude a las naturales diferencias biológicas al de “género”, que explica una 
desigualdad construida históricamente como fruto de la estructura patriarcal.
  
 Al respecto Argentina suscribió significativos instrumentos 
internacionales y regionales de derechos humanos que exigen al Estado 
incorporar en su legislación y en el diseño e implementación de las políticas 
públicas acciones y estrategias para prevenir y eliminar todas las formas de 
discriminación y violencia de género, tales como la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW, 1979) y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará, 
1994)._____________ 
 La CEDAW insta a seguir, por todos los medios apropiados y sin 
dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra las 
mujeres, comprometiendo al Estado a adoptar todas las medidas adecuadas, 
incluso aquellas de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, 
disposiciones penales nacionales, reglamentos, usos y prácticas 
discriminatorios contra las mujeres.  
 Asimismo, dispone que el Estado deberá tomar todas las medidas 
apropiadas para modificar aquellos patrones socioculturales de conducta de 
hombres y mujeres, con el objetivo de eliminar los prejuicios y las prácticas 
consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la 
inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones 
estereotipadas de hombres y mujeres.  
 En nuestro país, la sanción de la Ley 26485 de Protección Integral para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los 
Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales (11/03/09) vino a 
saldar, en este sentido, una deuda con las mujeres, y a llenar un vacío 
normativo e institucional en la lucha contra la problemática, interpelando al 
Estado a promover y garantizar el derecho de las mujeres a vivir una vida libre 
de violencias.  
 Fundamentalmente, institucionaliza un nuevo paradigma al promover 
un cambio estructural de las políticas públicas de género impulsando una 
reorganización y reasignación de competencias en los distintos niveles y 
poderes del Estado, promoviendo la remoción de prácticas y patrones 
socioculturales que sostienen y legitiman la desigualdad de género y las 
relaciones de poder sobre las mujeres.  
 Por su parte el art. 5º de la referida ley establece en su inc. 2º que la 
violencia psicológica es la que causa daño emocional y disminución de la 
autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo personal o busca 
degradar o controlar sus acciones, comportamientos, creencias y decisiones, 
mediante amenaza, acoso, hostigamiento, restricción, humillación, deshonra, 
descrédito, manipulación, aislamiento.  
 Es en ese contexto que de conformidad con la Ley 26485 debemos 
entender por violencia de género todo acto de violencia física, psicológica, 
sexual, simbólica o económica-patrimonial, incluidas las agresiones contra la 
libertad sexual, las “amenazas”, las coacciones o la privación arbitraria de la 
libertad, entre otras.   



 5º) Que bajo tales premisas la conducta del imputado, en tanto amenazó 
de muerte a su ex pareja y violó la prohibición de acercamiento poniendo en riesgo 
la vida de la víctima es una cuestión frente a la cual la justicia no puede 
permanecer indiferente, pues la violencia de género constituye ya un flagelo 
que conmueve a la comunidad internacional en su conjunto, dentro de la cual 
la nuestra no está al margen, resultando alarmantes los niveles de violencia 
doméstica y también de femicidios.  
 6º) Que por las razones expuestas y dada la responsabilidad estatal en la 
eliminación de todo acto de violencia contra las mujeres es que voto por el 
rechazo del recurso interpuesto.  
 Por lo que resulta de la votación que antecede,  
___________________LA CORTE DE JUSTICIA EN FERIA,
 _________________ 
____________________________RESUELVE:
 ____________________________ 
 I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a 
fs. 348/353 vta. y, en su mérito, sustituir la pena de tres años y un mes de 
prisión efectiva en el punto I de la sentencia de fs. 331 vta., cuyos 
fundamentos obran a fs. 334/345, por la de dos años y seis meses de prisión 
efectiva, y ordenar al tribunal de origen que disponga en dicho marco la 
inmediata excarcelación del imputado previo los trámites de rigor._________
  
 II. MANDAR que se registre, notifique y, oportunamente, bajen los 
autos.   
 
(Fdo.: Dres. Abel Cornejo –a cargo de la Presidencia-, Sergio Fabián Vittar, 
Susana Graciela Kauffman de Martinelli, Ernesto Roberto Samsón -Jueces de 
Corte-. Ante mí: Dr. Gerardo Sosa -Secretario de Corte de Actuación-). 
 


